Primera lectura de un dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a una iniciativa de reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, planteada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, respecto a las proposiciones con Puntos de Acuerdo en las que se hace un exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para que incluya en su agenda el decreto en el que la Cámara de Senadores aprobó la reforma de la Ley General para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, presentadas por los Diputados José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Alfio Vega de la Peña y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, y por los Diputados Genaro Eduardo Fuantos Sánchez y Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a las iniciativas para reformar el primer párrafo del artículo 135 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado y para establecer en la misma ley, el marco legal y competencial de la Comisión de Turismo, planteadas por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Ecología y Medio Ambiente, con relación a una proposición con Punto de Acuerdo sobre “Proyectos de construcción de Centros Integrales de Manejo y Aprovechamiento de Residuos Industriales en el Estado de Coahuila, presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  La Iniciativa de Reforma a la Fracción XLVI del artículo 67 de la Constitución Política del Estado, para actualizar su referencia a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presentada por los Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Fuantos Sánchez del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo se basa en las consideraciones siguientes:

Dentro de las atribuciones, que la Constitución Política del Estado, le otorga al Congreso, se encuentra la señalada en la fracción XLVI del artículo 67, que dispone: "Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos a que se refiere el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos."

Es importante señalar que esta fracción fue adicionada al artículo 67, de la Constitución Local, en la reforma publicada por el Periódico Oficial del Estado, de fecha 27 de enero de 1984.

Ahora bien, el artículo 122 de la Constitución Federal, vigente, regula el régimen interior del Distrito Federal. Esto es así en virtud de las reformas constitucionales de 1993, publicadas en el Diario Oficial de la Federación, de fecha 25 de octubre de ese año.

Antes de esa fecha, el artículo 122 nunca había sido modificado. El texto original del constituyente de 1917, se había conservado en los siguientes términos: "Los Poderes de la Unión, tienen el deber de proteger a los Estados contra toda invasión y violencia exterior. En cada caso de  sublevación o trastorno interior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la Legislatura del Estado o por su Ejecutivo, si aquella no estuviere reunida."

Con la reforma al 122, el texto anterior fue adicionado, como primer párrafo, al artículo 119 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adición que fue publicada, como ya se precisó, en octubre de 1993.

De lo anterior se desprende que, en la fracción XLVI del artículo 67, se hace referencia a los casos que establece el vigente, primer párrafo, del artículo 119 de la Constitución Federal, por lo que, con el propósito de establecer congruencia formal entre ambos cuerpos normativos, se propone la reforma en los siguientes términos:

ARTÍCULO 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I al XLV. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

XLVI. Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos y términos establecidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XLVII Y XLVIII. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

TERCERO. 
Con todo acierto observan los autores de la Iniciativa que ahora se dictamina, que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecía la  protección federal para los Estados en su artículo 122; el cual, efectivamente, hasta antes de la reforma de 25 de octubre de 1993, conservó su texto original, que era del tenor literal siguiente:

“ Artículo 122.- Los Poderes de la Unión tienen el deber de proteger a los Estados contra toda invasión o violencia exterior. En cada caso de sublevación o trastorno interior, les prestarán igual protección, siempre que sean excitados por la Legislatura del Estado o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.”

En esa tesitura, el 27 de enero de 1984 se publicó en el Periódico Oficial del Estado la adición al  artículo 67 de la Constitución Política local, para establecer en la fracción XLVI, como atribución del Poder Legislativo, solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos a que se refiere el artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así las cosas, la reforma a la Carta Magna de 25 de octubre de 1993, reestructuró constitucionalmente el Distrito Federal; y el texto original del artículo 122, se adicionó al artículo 119 como primer párrafo, por lo que  la remisión de la Constitución Política local al precepto mencionado en primer término, en la actualidad resulta inadecuada; y por ende, procedente la reforma a la misma a fin de cohonestarla con la Constitución Federal, como lo proponen los autores de la Iniciativa.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta procedente emitir el siguiente 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO.- Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente la reforma a la fracción XLVI del Artículo 67 de la Constitución Política Local, a fin de cohonestarla con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo que a la protección federal para los estados se refiere.

SEGUNDO.-  La reforma debe quedar en los términos siguientes:

ARTÍCULO 67. Son atribuciones del Poder Legislativo:

I al XLV. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
XLVI. Solicitar la protección de los Poderes de la Unión, en los casos y términos establecidos por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

XLVII Y XLVIII. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo  Séptima   Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,   Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ),  Diputado   Román A. Cepeda  González,   Diputado  Juan  Alejandro  de  Luna González,  Diputado Demetrio   A. Zuñiga Sánchez, Diputado  Guadalupe  Sergio  Resendíz  Boone,  Diputado  José  Ignacio  Máynez  Varela,  Diputado  Jesús   Manuel  Pérez  Valenzuela,  Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 3 de Abril de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado  Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las proposiciones con Punto de Acuerdo a fin de que se exhorte a la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para que sea incluido dentro de su agenda legislativa el Decreto por medio del cual la H. Cámara de Senadores de dicho Congreso aprobó las reformas a la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y a la Ley de Protección al Ahorro Bancario, presentadas respectivamente por los C.C. Diputados  José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Alfio Vega de la Peña y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional y por los C. C. Diputados Genaro Eduardo Fuantos Sánchez y Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ” del Partido de la Revolución Democrática; y,

R E S U L T A N D O.

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 28 de marzo de 2006, se trató lo relativo a las Proposiciones con Punto de Acuerdo  a que se alude en el proemio de este Dictamen.

SEGUNDO.  De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que las susodichas Proposiciones con Punto de Acuerdo fueran turnadas a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para los efectos procedentes; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en el  artículo 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen por el acuerdo tomado por  el Pleno del Congreso.

SEGUNDO. Que las proposiciones con Punto de Acuerdo a fin de que se exhorte a la H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para que sea incluido dentro de su agenda legislativa el Decreto por medio del cual la H. Cámara de Senadores de dicho Congreso aprobó las reformas a la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y a la Ley de Protección al Ahorro Bancario, presentadas respectivamente por los C.C. Diputados  José Luis Moreno Aguirre, Raúl Xavier González Valdés, Alfio Vega de la Peña y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ” del Partido Revolucionario Institucional y por los C. C. Diputados Genaro Eduardo Fuantos Sánchez y Lorenzo Dávila Hernández, del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ” del Partido de la Revolución Democrática, se basan en las  consideraciones siguientes:

“ A raíz de la crisis económica de 1994, un gran número de coahuilenses quienes en esa fecha pagaban un crédito hipotecario, se encontraron ante la situación de que el mismo era impagable, debido a las grandes tasas de interés contratadas y en consecuencia, los ciudadanos que se encontraban en esta situación comprometieron su patrimonio en virtud de que las instituciones bancarias iniciaron procedimientos judiciales con el fin de hacer efectiva la garantía que avalaba el crédito otorgado.

De todos es conocido que en virtud de dichas circunstancias un gran número de instituciones bancarias se encontraron ante la problemática de falta de liquidez ya que un gran número de créditos se dejaron de pagar, lo cual motivó la creación del fondo por medio del cual el Gobierno Federal rescató a la Banca Nacional al adquirir parte de los créditos, que las instituciones en dicho giro presentaban en cartera vencida.

A su vez, mediante la Ley de Protección al Ahorro Bancario y de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público, el Gobierno Federal, estableció la facultad del Estado para enajenar los créditos que se habían adquirido mediante el rescate bancario, con la finalidad de recuperar en parte el dinero con el cual se apoyó a las instituciones bancarias.

En tal orden de ideas y derivado de la falta de legislación que reglamentará dicha operación; las operaciones de venta de cartera vencida por parte del INSTITUTO DE PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO (IPAB), han sido arbitrarias y en gran parte de los casos únicamente vulnera las garantías y derechos de los ciudadanos que como deudores tienen comprometido su patrimonio, permitiendo con ello el enriquecimiento de algunas empresas y personas que por contar con un capital sólido les permite tener acceso a la adquisición de dichos créditos, derecho del que no goza el deudor original.

En efecto, con la finalidad de que el Instituto pueda lograr la recuperación de la cartera  vencida, cotidianamente saca a la venta los créditos que fueron adquiridos para el rescate a la banca, venta que generalmente se efectúa sobre un valor del 30% del capital de la deuda original, es decir se paga solo una pequeña parte del crédito. Sin embargo el deudor o ciudadano común, quien se encuentra en peligro de perder su patrimonio, no tiene posibilidad de adquirir dicho crédito, en virtud de que actualmente la venta de cartera vencida se efectúa en paquete, es decir, el IPAB, selecciona un conjunto de créditos que son vendidos por un precio, lo cual de forma lógica eleva el valor de la operación y ello haciendo inalcanzable la adquisición de los mismos por el deudor original.

En atención a dicha circunstancia fue presentado ante el Senado de la República un proyecto de reforma por medio del cual se adiciona tanto la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y la Ley de Protección al Ahorro Bancario, reforma que pretende garantizar el derecho del propio deudor a adquirir su crédito del propio instituto antes de que éste lo enajene en paquete a las empresas dedicadas a este tipo de operaciones.

Dicho proyecto de reforma, fue aprobado por la Cámara de Senadores el día 8 de diciembre del año pasado y en consecuencia fue turnado a la Cámara de Diputados para su dictamen, discusión y en su caso, aprobación. Hasta la fecha no ha sido posible incluirlo en la agenda de la comisión correspondiente, lo que ha ocasionado que el proyecto no haya sido aprobado

El retraso en la aprobación de este proyecto de reforma afecta gravemente el interés de familias Coahuilenses que se encuentran en esa situación, tal y como es caso de los miembros de la Asociación para la Defensa del Patrimonio Familiar de Saltillo AC. quienes me han solicitado interceda antes ustedes para gestionar el apoyo de esta Quincuagésima Séptima Legislatura, a efecto de solicitar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se incluya y se agilice el estudio, y dictamen del proyecto de reforma planteado.”

“ Como es de nuestro conocimiento, en diciembre de 1994, se desató una crisis económica que además de afectar a todos los mexicanos, sumió a decenas de miles de ellos en procesos jurídicos que los llevaron a perder su patrimonio a consecuencia de las deudas contraídas y cuyos créditos se volvieron impagables. Procesos jurídicos que han quedado firmes y los ha llevado a perder su casa o su negocio.

Los bienes que eran de estos deudores han sido transferidos al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, conocido como SAE, para que este organismo descentralizado proceda a la venta de los bienes, a efecto de recuperar por lo menos una parte del monto de los créditos; asimismo, el SAE, recibe créditos no pagados y está en facultad de negociar su pago con los deudores.

De acuerdo a la normatividad legal vigente, el SAE debe de proceder a la enajenación de estos bienes mediante procesos de licitación pública. Sólo por excepción, se admite la adjudicación directa.

Por regla general y por razones de costo y eficiencia, el SAE forma conjuntos de bienes y los oferta en paquete, lo que por razones obvias deja sin oportunidad a los deudores originales de poder hacer una oferta conforme al interés específico por algún bien, por otro lado, este esquema favorece primordialmente a empresas inmobiliarias con gran capacidad económica y que en algunos casos gozan de información privilegiada que les ha permitido adjudicarse bienes a precios de ganga.

Con esto, de alguna manera se confirma que con la creación del FOBAPROA se socializaron las pérdidas del sistema bancario y se concentran los beneficios en unas cuantas manos.

Ante esta realidad, legisladores federales de distinto Grupo Parlamentario al que suscribimos este punto de acuerdo, el 1 de abril del año 2005, presentó una iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adicionaba el artículo 62 bis a la Ley del Instituto de Protección al Ahorro Bancario, iniciativa, cuyo objetivo fue el adecuar el marco jurídico del IPAB, a fin de que se encuentre en posibilidad de ofrecer a los pequeños y medianos deudores, la posibilidad de recomprar su deudas sin la intermediación de las administradoras de cartera, otorgando una especie de "derecho al tanto".

Conforme a esta iniciativa, con fecha 15 de diciembre, el Senado de la República aprobó reformas tanto a la Ley del Servicio de Administración y Enajenación de Bienes como a la Ley del Instituto de Protección al Ahorro Bancario y que sin duda pueden servir para que miles de deudores originales puedan recuperar algunos de sus bienes y restaurar parte del enorme costo social y económico del rescate bancario y establece una serie de modificaciones que permiten que se lleven a efecto un conjunto de acciones tanto por el lPAB como por el SAE que reseña el Dip. Jesús Martínez Álvarez en su exhorto de fecha 26 de enero del presente año y que son las siguientes:

I. El Instituto (IPAB) celebrará un contrato de administración con el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes (SAE) para que dicho organismo administre los créditos que se sujeten a los montos mencionados en el primer párrafo de este artículo.

II. El Instituto, en coordinación con el SAE, publicará una convocatoria donde se informe a los deudores en general sobre la posibilidad de adherirse al programa de recuperación contemplado en este artículo.

III. El SAE servirá como ventanilla de gestión para celebración de contratos de adhesión de los pequeños y medianos deudores que cumplan las condiciones de entrada en el programa y recibirá el pago respectivo por la enajenación de los créditos liquidados por los deudores que se adhieran al programa.

IV. Los deudores que se adhieran al Programa de Enajenación de Créditos Menores deberán pagar en un plazo no mayor de 12 meses, el importe de los recursos recibidos por parte de la institución respectiva, el que no podrá exceder del 50% del monto originalmente recibido por el deudor cuando se trate de créditos agropecuarios, de 60% para créditos comerciales, empresariales y refaccionarios y de 70% para créditos hipotecarios de vivienda.

V. En adición a los montos establecidos en el inciso anterior, los deudores que se adhieran al programa deberán pagar un 2 % adicional por conceptos de gastos de administración al SAE.

VI. Los deudores que se adhieran al programa deberán cubrir todos los gastos derivados de la cancelación de gravámenes, escrituración, liberación de hipotecas y honorarios notariales.

VII. El programa deberá establecer condiciones especiales para adultos de la tercera edad y para discapacitados. 

VIII. Todos los créditos que el Instituto cedió en administración a empresas   especializadas o compradoras de cartera deberán ser transferidos al SAE.

IX. Cuando la cartera haya sido vendida por el Instituto a alguna administradora de cartera, el instituto la recomprará a las administradoras, para lo cuál pagará el mismo precio al que la vendió, más un porcentaje que compense los gastos de administración en que hubiere incurrido la empresa especializada o compradora de cartera. 
X. Las Instituciones de crédito deberán extender una carta de cesión de derechos de los créditos que transfieran al Instituto, nombrando al SAE como titular de los derechos litigiosos y de administración de los créditos respectivos.

XI. Una vez que el IPAB. Y el SAE hayan publicado la convocatoria del Programa de Enajenación de Créditos menores, los deudores que opten por adherirse al mismo contarán con un plazo máximo de cuatro meses para formalizar su adhesión al programa: De lo contrario el SAE podrá disponer de otros mecanismos para la recuperación de los créditos, incluyendo los procedimientos judiciales o la enajenación de los derechos litigiosos.

XII. Durante el periodo contemplado en el punto anterior y para dar certidumbre a los deudores que se adhieran al programa, los bancos y las administradoras de cartera se abstendrán de promover las ventas judiciales y desalojos de viviendas. Los juicios que se encuentren en proceso se detendrán con la simple adhesión del deudor al programa.

Es de nuestro conocimiento, que la anterior iniciativa, pese a haber sido aprobada en el Senado de la República casi por unanimidad, ha encontrado serias resistencias en el seno de la Comisión de Hacienda de la H. Cámara de Diputados, sin embargo, la implementación de esta reforma acarrearía enormes beneficios para los deudores que fueron afectados y sus bienes se encuentran en el Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, expuestos en todo momento a ser sujetos de remate.”

TERCERO: Como se establece en ambas Proposiciones con Punto de Acuerdo, la crisis económica de 1994 tuvo graves repercusiones para todos los mexicanos y concretamente para los coahuilenses que en ese momento pagaban créditos hipotecarios, los cuales se volvieron impagables y dieron lugar a un sin número de procesos judiciales que afectaron seriamente el patrimonio de muchos conciudadanos.

La falta de liquidez que dicha crisis produjo, afectó a un gran número de instituciones bancarias, lo cual motivo la creación de un fondo por medio del cual el Gobierno Federal rescató a la Banca Nacional al adquirir parte de dichos créditos que se encontraban en cartera vencida.

Dentro de los mecanismos implementados se estableció la facultad del Estado para enajenar los créditos que se habían adquirido mediante el rescate bancario, enajenaciones que de acuerdo a la normatividad vigente deben hacerse mediante procesos de licitación pública y en paquete, a la que por regla general sólo tienen acceso grandes empresas inmobiliarias, dejando sin oportunidad alguna a los deudores originales de redimir su crédito; por lo cual, con un evidente criterio de justicia social, la H. Cámara de Senadores del Congreso de la Unión aprobó una Iniciativa de Decreto que reforma la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y la Ley de Protección al ahorro Bancario,  y posibilita a los deudores individuales la adquisición de sus propios créditos antes de que sean licitados públicamente y en paquete.

En esa tesitura, se estima pertinente, como se establece en las Proposiciones con Punto de Acuerdo que han sido analizadas, que esta Legislatura envíe un atento exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para que incluya dentro de la agenda legislativa de las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, así como en la de Estudios Legislativos, el estudio y dictamen de las reformas de la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y de la Ley de Protección al Ahorro Bancario.

Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales estima pertinente recomendar a esta Legislatura la adhesión al Punto de Acuerdo por el que la XI Legislatura del H. Congreso del Estado de Baja California Sur, exhorta a la Cámara de Diputados para que se pronuncie en el sentido antes indicado, debiendo hacerse de su conocimiento el apoyo brindado a la propuesta de referencia.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

PRIMERO.-  Remítase atento exhorto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para que a la brevedad posible incluya dentro de la agenda legislativa de las Comisiones de Hacienda y Crédito Público, así como en la de Estudios Legislativos, el estudio y dictamen de las reformas aprobadas por la Cámara de Senadores a la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y de la Ley de Protección al Ahorro Bancario.

SEGUNDO.- Hágase del conocimiento de la XI Legislatura del H. Congreso del Estado de Baja California Sur, que esta LVII  Legislatura se adhiere a su acuerdo económico por el que se exhorta a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión para que apruebe las reformas propuestas por la Cámara de Senadores  a la Ley Federal Para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público y de la Ley de Protección al Ahorro Bancario.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 19 de abril  de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO 
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ
DIP. DEMETRIO ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE

DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a las Iniciativas para reformar el Primer Párrafo del Artículo 135 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila; y para establecer en dicha ley, el marco legal y competencial de la Comisión de Turismo, presentadas por los  Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática; y,

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso los días 7 y 14 de marzo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales las Iniciativas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO. Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales las Iniciativas para reformar el Primer Párrafo del Artículo 135 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila; y para establecer en dicha ley, el marco legal y competencial de la Comisión de Turismo, presentadas por los  Diputados Lorenzo Dávila Hernández y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, tanto por el acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno, como por lo dispuesto en los artículos 97, 102 Fr. I y 103 Fr. XIII de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO.  Los C. C. Diputados Lorenzo Dávila Hernández  y Genaro Eduardo Fuantos Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática en reiteradas ocasiones han presentado Iniciativas en las que en su concepto la Ley Orgánica del Congreso del Estado requiere adecuaciones de forma y de fondo.
TERCERO. 
Sostienen los autores en diversa Iniciativa de las que ahora se dictaminan por esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, que el ordenamiento jurídico que reglamenta el régimen interior del Poder Legislativo requiere ser reformado.

Así las cosas, además de las anomalías a que en dicha iniciativa hicieron referencia, señalan ahora que la Comisión de Turismo, carece de  marco legal y competencial dado que la Ley Orgánica del Congreso del Estado no la contempla; y, en función de la transparencia con la que deben actuar las entidades públicas, proponen se reforme el artículo 135 a efecto de que las sesiones de las comisiones  sean públicas.

Además, esta Comisión advierte que en diversos preceptos se alude a la Biblioteca y al Archivo del Poder Legislativo, como dependencias del Congreso y que el Título Noveno se refiere a los Órganos Técnicos y Administrativos, entre los cuales se mencionan las Direcciones de Apoyos Parlamentarios, Asuntos Jurídicos, Administración  y Documentación e Información Legislativa; sin embargo, no obstante tratarse de una Ley Orgánica, que por su naturaleza debe ocuparse de la estructura, organización y funcionamiento de las diversas dependencias que integran el Poder Legislativo, es omisa en regular las que se han mencionado.

Establecido lo  anterior, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales propone la creación de una Comisión Especial, a propuesta de la Junta de Gobierno, bajo el criterio de proporcionalidad en relación a la composición plural del Congreso, a efecto de que prepare a más tardar para el Segundo Periodo Ordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional,   una iniciativa integral de reforma a la Ley Orgánica del Congreso, para lo cual las propuestas u opiniones deberán canalizarse a la Comisión a través de la Junta de Gobierno.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, habrá de emitirse el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales propone la creación de una Comisión Especial, a propuesta de la Junta de Gobierno, bajo el criterio de proporcionalidad en relación a la composición plural del Congreso, a efecto de que prepare a más tardar para el Segundo Periodo Ordinario de Sesiones del Primer Año de Ejercicio Constitucional,  una iniciativa integral de reforma a la Ley Orgánica del Congreso, para lo cual las propuestas u opiniones deberán canalizarse a la Comisión a través de la Junta de Gobierno.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo  Séptima   Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,   Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ),  Diputado   Román A. Cepeda  González,   Diputado  Juan  Alejandro  de  Luna González,  Diputado Demetrio   A. Zuñiga Sánchez, Diputado  Guadalupe  Sergio  Resendíz  Boone,  Diputado  José  Ignacio  Máynez  Varela,  Diputado  Jesús   Manuel  Pérez  Valenzuela,  Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 3 de Abril de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO  
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ  
DIP. DEMETRIO A. ZÚÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ.

DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISION DE ECOLOGIA Y MEDIO AMBIENTE, CON RELACIÓN A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN DE CENTROS INTEGRALES DE MANEJO Y APROVECHAMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES EN EL ESTADO DE COAHUILA" PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS ALFREDO GARZA CASTILLO Y JORGE ALBERTO GUAJARDO GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "IGNACIO ZARAGOZA" DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA. 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que con fecha 16 de enero del presente año se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Proyectos de construcción de centros integrales de manejo y aprovechamiento de residuos industriales en el Estado de Coahuila " presentada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario "IGNACIO ZARAGOZA" del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para que la Comisión de Ecología y Medio Ambiente para que la misma: A) establezca relaciones con las autoridades federales, estatales y municipales en materia de protección del ambiente sobre todo, en los municipios donde existen inquietudes por estos proyectos, para recabar mayor información sobre el tema. B) Que en el caso de la inquietud generada entre los pobladores el municipio de Hidalgo, tanto la Comisión de Ecología Como la de Asuntos Fronterizos, se encarguen de atender esta problemática, estableciendo contacto con las autoridades municipales y sectores descontentos. C) Respaldar el Punto de Acuerdo presentado en la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, por el Diputado. Jesús González Schmall; donde el referido legislador, solicita que la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT) expida la norma oficial mexicana que regula la instalación de los CIMARI. de conformidad al procedimiento establecido en la Ley Federal sobre metrología y normalización que, en tanto, no exista la norma oficial mexicana que regule la operación de los cimaris, se exija previo un dictamen técnico de la coordinación de la investigación científica a través del programa universitario del medio ambiente (puma) de la UNAM. y de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro de Saltillo. Para la Aprobación del Cimari que se pretende Instalar en Ramos Arizpe, Coahuila. 

SEGUNDO. Que la proposición con Punto de Acuerdo señalada en el punto que antecede, fue leída en la sesión de la Diputación Permanente celebrada el día 17 de enero del presente año y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 199, 251 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, disponiéndose que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a la Comisión de Ecología y Medio Ambiente para su estudio y Dictamen. 

CONSIDERANDO
PRIMERO. Que en virtud de lo anterior, y toda vez que esta Comisión de Ecología y Medio Ambiente es competente para emitir el presente dictamen; y conocer sobre los asuntos turnados por la Diputación Permanente, según lo dispuesto por el artículo 114 fracción III, 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.  Que esta Comisión es consciente de la problemática que existe en algunos Ayuntamientos de Coahuila, en relación a los residuos industriales que desechan empresas de manera indiscriminada, sin darles a estos, el tratamiento adecuado que indican las leyes aplicables. 

TERCERO. Que a fin de buscar una solución al problema planteado por los promoventes, se tuvo una reunión de trabajo el día 07 de Febrero de 2006, en la sala "LUIS DONALDO COLOSIO" de este recinto Legislativo, con autoridades de los ámbitos federales y municipales, encontrándose presente por parte de la SEMARNAT el Delegado en Coahuila Lic. Ignacio Corona Rodríguez, por la PROFEPA el Delegado en Coahuila Biólogo Ignacio Millán Tovar, por el Municipio de Hidalgo el Alcalde Saúl Armando Rascon, por el Municipio de Matamoros el Jefe del Departamento de Ecología la Lic. María del Refugio Valdez Benitez y el Sub-Jefe del Departamento de Ecologíoa Profr. Vicente Montejano, por el Municipio de Viesca el Director de Turismo Luis Javier Flores y por el Municipio de Ramos Arizpe el Director de Ecología Ing. Francisco Méndez, tomándose un acuerdo en esta reunión, de establecer un vinculo permanente con la finalidad de obtener información suficiente que permita llevar acabo una adecuada protección al ambiente, evitándose con ello el desecho indiscriminado de residuos peligrosos; así como visitar el Municipio de Hidalgo y Ramos Arizpe. 

CUARTO. Que por lo en razón de lo anterior, la que dictamina realizó una gira de trabajo visitando el relleno sanitario del Municipio de Hidalgo realizándose las siguientes observaciones (ANEXO 1 ). 

1.- Que la administración municipal del Ayuntamiento de Hidalgo, quema la basura generada por sus habitantes, violando con ello los dispuesto por la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Medio Ambiente del Estado de Coahuila, en su artículo 113, acompañándose para tal efecto, dos fotografías que dan sustento al presente dictamen (ANEXO 2). 

2.- Se visito la presa denominada "LOS AGRARISTAS" la cual se encuentra ubicada a una distancia aproximada de 1190 metros, en su punto mas cercano con el relleno sanitario, advirtiéndose a simple vista, la acumulación de pequeñas cantidades de basura, que a juicio de los pobladores del área son generadas por los visitantes de dicha presa. (ANEXO 3). 

3.- Que esta comisión a fin, de allegarse de los elementos necesarios que aportaran los datos necesarios para la elaboración del presente dictamen, obtuvo un informe de la Secretaría del Medio Ambiente, en el que menciona que se realizo el día 04 de abril del presente año, la recopilación de 13 muestreos al azar de los residuos confinados en el relleno sanitario de Hidalgo, por medio de la empresa COMINSA, con el fin de que los habitantes del lugar tengan la certeza de que ahí no se confinan residuos tóxicos. 

QUINTO.- Que el día 14 de febrero del año en curso, esta Comisión visito el área donde se esta llevando acabo el proyecto de construcción del Centro Integral para el Manejo, Tratamiento, Aprovechamiento y Disposición Final de Residuos Industriales y Peligrosos (CIMARI), en el Municipio de Ramos Arizpe, advirtiéndose que los pobladores de dicha región están desinformados sobre el fin del proyecto antes señalado, y que los ejidatarios de la zona han generado temor entre los habitantes, con el fin de que el proyecto de referencia no se materialice; informándonos el Municipio de Ramos Arizpe, que la Delegación Federal en Coahuila de la SEMERNAT, autorizo dicho proyecto según el oficio SGPA-UARN/1627/COAH/2005, con 25 condicionantes señaladas en el oficio de referencia.

SEXTO.- Que dentro de la reunión mencionada con las autoridades federales y municipales, se dio a conocer que el Ayuntamiento del Municipio de Viesca no cuenta con algún tipo de información acerca de la construcción de un relleno sanitario o CIMARI; al no haberse hecho una correcta entrega-recepción con la administración anterior. 

SÉPTIMO.- Que en relación al tercer punto mencionado por los que suscriben el punto de acuerdo que ahora se atiende, esta Comisión de Ecología y Medio Ambiente, solicito para su estudio y análisis, la Proposición con Punto de Acuerdo presentada en a Cámara de Diputados Federal, por el Diputado Jesús González Shmall, en donde solicita que la Secretaria de Medio Ambiente Recursos Naturales y el Instituto Nacional de Ecología Expidan la Norma Oficial Mexicana que regule la operación de los centros integrales para el manejo y aprovechamiento de los residuos industriales (CIMARI'S) de conformidad al procedimiento establecido en la ley federal sobre Metrología y Normalización, que entre tanto, no exista la norma oficial mexicana que regule la operación de los CIMARI'S se exija previo un dictamen técnico de la coordinación de la investigación científica a través del programa universitario del medio ambiente (PUMA) de la Universidad Nacional Autónoma de México, y de la Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro de Saltillo; para la aprobación del CIMARI que se pretende instalar en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila.(ANEXO 4) 

Atenta a las consideraciones que anteceden, y para la atención de los asuntos que a que se refiere este dictamen, esta Comisión somete a consideración y aprobación del Pleno el siguiente: 

DICTAMEN

PRIMERO.- Por lo que respecta a lo atendido en el considerando tercero del presente dictamen, debe señalarse que el día 07 de Febrero de 2006, se realizó una reunión de trabajo en la sala "LUIS DONALDO COLOSIO" de este recinto Legislativo, con autoridades de los ámbitos federales y municipales, encontrándose presente por parte de la SEMARNAT el Delegado en Coahuila Lic. Ignacio Corona Rodríguez, por la PROFEPA el Delegado en Coahuila Biólogo Ignacio Millán Tovar, por el Municipio de Hidalgo el Alcalde Saúl Armando Rascon, por el Municipio de Viesca el Director de Turismo Luis Javier Flores y por el Municipio de Ramos Arizpe el Director de Ecología Ing. Francisco Méndez, estableciéndose un vinculo permanente con las autoridades de referencia, con la finalidad de obtener información suficiente que permita llevar acabo una adecuada protección al ambiente, evitándose con ello el desecho indiscriminado de residuos peligrosos. 

SEGUNDO.- En relación a lo señalado en el considerando cuarto, esta Comisión toma las siguientes medidas: 

I.- En cuanto a la quema de basura en el Municipio de Hidalgo, se haga un atento e inmediato exhorto a la Secretaría de Ecología y Medio Ambiente del Estado de Coahuila para que aplique las medidas de apremio y sanción previstas en la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Coahuila en su articulo 113, y sus Reglamentos, sin perjuicio de las que se deriven del Código Municipal. Y demás ordenamientos del rubro. 

II.- Se haga un atento exhorto a la Secretaría de Ecología y del Medio Ambiente del Estado de Coahuila para que a la brevedad posible ponga a disposición de esta Comisión, los resultados generados con motivo del estudio realizado por la empresa COMINSA, en relación a los 13 muestreos realizados al azar de los residuos confinados en el relleno sanitario en el Municipio de Hidalgo. 

TERCERO.- Que por lo que hace, a lo puntualizado en el considerando quinto, este Congreso gire un exhorto a la SEMERNAT y PROFEPA, para que lleven a cabo una puntual evaluación del cumplimiento que realice la empresa denominada Tecnología Ambiental S.A. de C.V., responsable del proyecto Centro Integral para el Manejo, Tratamiento, Aprovechamiento y Disposición Final de Residuos Industriales y Peligrosos, sobre las condicionantes mencionadas en el oficio SGPA-UARN/1627/COAH/2005, así como también a las normas oficiales mexicanas correspondientes a dichos proyectos. 

CUARTO.- Toca el turno ahora, a lo analizado en el considerando séptimo, resolviendo esta Comisión dictaminadora que esta soberanía se manifieste a favor de brindar todo el respaldo al multicitado punto del Diputado González Shmall, a fin de que se vea protegido el medio ambiente. 

Así lo acordaron los Diputados integrantes de la Comisión de Ecología y Medio Ambiente de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado. 

Dip. José Refugio Sandoval Rodríguez

Coordinador

Dip. Jorge Antonio Abdala Serna

Secretario

Dip. Horacio de Jesús del Bosque Dávila

Dip. Silvia Guadalupe Garza Galván

Dip. Juan Alejandro de Luna González





































